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Palabras preliminares 

			Este texto está elaborado después de años de investigación y docencia universitaria. Su primer borrador fue entregado a la editorial en julio de 2023 y su versión última data de septiembre de 2024. Por tanto, no está condicionado, ni contaminado, por el contenido de las grabaciones que recientemente han salido a la luz pública sobre las actividades y opiniones del jefe del Estado hasta 2014, ni por las legítimas preguntas que de todo orden hoy se realizan al respecto. Sus conclusiones ya estaban escritas. Pero, a su vez, estas preguntas, y las interpretaciones que se derivan de esas informaciones recientes, no son nuevas, ya tienen un largo recorrido historiográfico de naturaleza académica fuera de los circuitos mediáticos y políticos, como demuestra el contenido de este libro, que ha tenido su inercia académica y no está escrito a golpe de noticia descontextualizada. En él se desmitifica la Transición y se abordan cuestiones centrales como el tejido de conspiraciones y el intento de un golpe de Estado con todos sus protagonistas directos o indirectos y los comportamientos de instituciones y personas, empezando por el titular de la Corona, Juan Carlos I. Todo su recorrido ha sido contado a menudo de una forma amable. Quizá sea una buena ocasión para volver a reclamar e incentivar que el pasado sea tratado con dimensiones historiográficas y los historiadores recuperen la autoridad intelectual y académica que no debieron perder con la voracidad posmoderna que fagocita certezas y las adultera con opiniones personales, en modo alguno ingenuas, que tienden a sustituir fundamentos de verdad. 

			Por otro lado, la historia que se despliega en este texto desde 1975 hasta 1982, y sobre todo el intento de golpe de Estado, no es una cuestión de pasado, un compartimento estanco en el tiempo, sino que tiene importantes implicaciones políticas y sociales en la actualidad que afectan a la forma de entender el funcionamiento de un Estado democrático. El origen, dificultades y desarrollo de la democracia en los años setenta y ochenta se proyecta a largo plazo en los fundamentos en los que descansa en la actualidad con todos sus flancos vulnerables. La democracia está consolidada, si por tal se entiende la normalidad constitucional y, desde luego, el fin de las amenazas de fuerza, pero, al mismo tiempo, las amenazas de naturaleza civil no han dejado de planear, aprovechando sus puntos débiles desde una práctica política que retuerce las instituciones, afecta al sentido mismo de la cultura democrática con desconfianza hacia la clase política y las propias instituciones y provoca erosiones en la médula de su funcionamiento precisamente por quienes invocan defenderla. 

		

	
		
			
			
Introducción

			Entre 1975 y 1982 transcurrieron siete años que cambiaron el curso de la historia de España, desde la muerte del general Franco, con una Dictadura personal que había concentrado todos los poderes de manera ilimitada y sin contrapesos, como no se había producido nunca en la historia contemporánea, hasta un Estado democrático que se consolidó al soportar que un partido perdedor de la Guerra Civil, exiliado y clandestino ocupara el poder legitimado por las urnas, después de haber superado un intento de golpe de Estado el 23 de febrero de 1981. En medio, la Constitución de 1978 que articulaba jurídica, política e institucionalmente ese Estado democrático. A estos años se les ha adjudicado, casi invariablemente, el término Transición Democrática con todos los perfiles de una supuesta coherencia histórica, es decir, asignándole una categoría temporal autónoma, con sentido en sí misma, con un rango historiográfico, interpretada casi como una ley universal extendida en las aulas, en los programas de segunda enseñanza y universitarios, en una bibliografía desbordante y en un repertorio de expertos transiciólogos procedentes de las diversas disciplinas —﻿politología, sociología, periodismo, historia...﻿— que comparten ese canon con entidad propia, casi con vida propia. Pero estos siete años no representaron un período coherente, y ni siquiera puede considerarse como tal un período historiográficamente considerado y, más aún, la terminología, con su nombre y apellido, de Transición Democrática no vale para definir un período histórico específico entre aquellas fechas. No es problema de nominalismo, sino de categoría conceptual y herramienta metodológica, porque la «Transición Democrática» no resiste la categoría de período si se quiere dotar a estos años de coherencia como al resto de períodos históricos y definirlos y retratarlos con el criterio —﻿aunque sea discutible﻿— de los fundamentos políticos en los que descansa el poder, la forma de gobierno y la titularidad de quienes lo representan: reinados, repúblicas, dictaduras... en cualquier tiempo histórico: Fernando VII, Isabel II, Regencia de Serrano, Amadeo I, Primera República, Alfonso XII, Alfonso XIII, Dictadura de Primo de Rivera, Segunda República, Dictadura de Franco... acompañados de la duración de los períodos. El recurso a la Transición Democrática no permite conocer, y comprender, ni la naturaleza del poder, ni su definición, ni la forma de gobierno, ni los fundamentos de legitimidad en los que descansa... con resultados equívocos, porque en realidad es un tránsito entre una situación histórica y otra, continuamente redefinidas, pero no con categorías propias de un trayecto calculado y previsto. La pretendida coherencia de ese período queda rota además por una cronología entre 1975 y 1978 definida por la Dictadura de Franco sin Franco, o de forma más precisa aún, si se aplican los criterios temporales definidos por los fundamentos de legitimidad y forma de organización del poder, por la Dictadura de Juan Carlos I, independientemente de los comportamientos posteriores del personaje o de sus supuestas intenciones.

			No es una cuestión de capricho nominalista. La razón principal es que se ha adjudicado coherencia a un período que no la tiene, al elevar la Transición a la categoría de personaje histórico y, sobre todo, porque se ha construido un discurso en función de lo que ocurrió después, es decir, atendiendo a su desembocadura en un Estado democrático de manera calculada, con todos los datos puestos al servicio de la existencia de un proyecto lineal, natural, planificado hacia un sistema democrático. Y esto nunca fue así y mucho menos en 1975 y 1976. Por ello, para el tramo comprendido entre 1975 y 1978 se ha producido una descomunal distorsión de la historia reciente de España, reinterpretada en función de supuestas intenciones y propósitos para impulsar una democracia cuya secuencia lineal, como si de un tiralíneas de la historia se tratara, hubiera sido el objetivo de las élites del país, personalizadas en Juan Carlos I y Adolfo Suárez, que, como un regalo, trajeron la democracia, situando al conjunto social como un sujeto pasivo. El objetivo de ambos no era, en sí mismo, la democracia. Para el primero se trataba del mantenimiento de la Corona, independientemente del sistema de poder en el que descansara. Para el segundo, del mantenimiento del poder con reformas. Pero las condiciones históricas hicieron que la democracia se desvelara como la fórmula más apropiada e inevitable. No se puede explicar la historia desde 1975 en función de supuestos planes, porque historiográficamente no se sostiene.

			Por otro lado, la Transición entendida como sinónimo de pacto político y social, con sus atributos de diálogo, acuerdo o consenso para entenderse entre personas, alternativas y proyectos políticos muy distintos, antagónicos, procedentes de la Dictadura y de la oposición democrática, solo se empezó a vertebrar después del 15 de diciembre de 1976, no antes, y para la adjudicación de su apellido democrática solo después de la celebración de las elecciones el 15 de junio de 1977, para construir con carácter constituyente un sistema político democrático concluido constitucionalmente el 6 de diciembre de 1978.

			Nunca hubo un trazado calculado, ni un plan democrático antes de 1975 —﻿lo que en la intención revisionista equivale a entender la Dictadura como necesaria﻿—, ni antes del 15 de diciembre de 1976, con el referéndum de la Ley de Reforma Política —﻿en realidad, la VIII Ley Fundamental de la Dictadura﻿—, ni de manera inmediata hasta que fueron inevitables, ya en 1977, las negociaciones para celebrar unas elecciones libres, en junio de aquel año, no para desmantelar la Dictadura. Este proceso estuvo repleto de contradicciones y tensiones, tuvo más de improvisación que de planificación. Discurrió por múltiples caminos sin que estuviera clara su meta final en un Estado democrático. Se alimentó día a día, con muchas situaciones cambiantes y rodeadas de obstáculos y de conflictos de muy diversa naturaleza. Pero como suele suceder, los tiempos históricos están tentados de interpretarse en claves de lo que ocurrió después. Cuando el 6 de diciembre de 1978 se aprobó en referéndum la Constitución por el pueblo español, la Transición Democrática habría llegado a su estación término desde el punto de vista jurídico, político e institucional. A partir de aquellas elecciones libres entonces, y solo entonces, los fundamentos del poder empezaron a descansar en la voluntad soberana de la nación y el carácter constituyente con el que se invistieron los representantes elegidos con un inequívoco, aunque no menos improvisado, objetivo democrático. 

			Desde esos primeros momentos se elaboró y difundió en el imaginario colectivo una idea modélica y ejemplarizante de todo el proceso, señalándose como el gran referente nacional que, con orgullo, habría salvado una situación histórica comprometida y por fin, de manera integradora, habría establecido en la historia de España un marco de convivencia con reglas de juego democráticas y superado los enfrentamientos históricos. Un recorrido único, sin parangón, previsto y universalmente aceptado. 

			La inevitabilidad del pacto no se resolvió solo como una consecuencia unidireccional de la madurez de las élites políticas para negociar la salida a una compleja situación política, como una especie de tiralíneas de la historia, predeterminado y consciente que había dispuesto calculados e inequívocos planes hacia el sistema democrático, tanto en su método como en su finalidad. Fue un proceso complejo y difícil que, más allá de la lógica del pacto entre élites, tuvo como principal protagonista al pueblo español que salía del encogimiento timorato de quien se había sentido vigilado, controlado o dirigido. La población abandonó la inhibición con la que había sido educada y descubrió y activó la política, entendida como la legítima relación de los ciudadanos con los poderes públicos, produciéndose la movilización de una ciudadanía dispuesta a abrirse horizontes con un cambio pacífico, al mismo tiempo que negaba cualquier procedimiento radical, violento y traumático. Fue un pacto social tácito y las condiciones históricas que lo hicieron posible descansaron en ese espíritu colectivo. Una sociedad que se movilizó e hizo posible esa desembocadura y orientó y dio validez a las negociaciones entre los reformistas procedentes del Régimen y los rupturistas de la oposición. La democracia era inevitable y entendieron que no podían imponer sus posiciones. Estaban condenados a entenderse. Todo transcurrió con un múltiple ejercicio de posibilismo, desde el Gobierno hasta la oposición democrática, pasando por la Corona.

			En diciembre de 1978 se abrió un tiempo nuevo, constitucionalmente considerado, con un Estado democrático, un pacto nacional y una monarquía parlamentaria con su titular Juan Carlos I. Un resultado impecable. Pero distó de ser una conclusión universalmente aceptada. Una parte amplia y muy importante de poderes orillados y desplazados quedaron insatisfechos, preocupados o irritados por un pacto democrático que había ido demasiado lejos, monárquicos que veían una monarquía sin poderes, integristas recelosos de una amenaza laica, inmovilistas del tejido institucional de una Dictadura desmantelada, militares que perdían la tutela de cualquier reforma y quedaban supeditados al poder civil, empresarios incómodos con la intervención pactada del Estado intervencionista frente a sus propósitos de mercado... Y una situación redoblada de crisis económica, con un proceso autonómico que desbordaba todas las previsiones amenazando la ruptura de la patria y un golpeo sistemático del terrorismo, que alimentaban la versión de una democracia incapaz de resolverla. En medio, un partido en el poder, UCD, aquejado de todos sus pecados originales, repleto de tensiones a muchas bandas y en proceso de deterioro y descomposición, y una monarquía que para mantenerse había cedido todos los poderes pero temía que la zozobra de la democracia acabara perjudicándola. Todos desconfiaron de ella. Por su parte, la población estaba acostumbrándose a una cultura democrática después de varias décadas de orfandad política en términos ideológicos y comparaba los desajustes entre la democracia formal y la realidad social. Por eso, lejos de una aparente normalidad y consenso entre 1979 y 1981, la democracia estuvo permanentemente amenazada, para retocarla, reformarla, cambiarla o acabar con ella. Y todas las amenazas se miraron en el espejo cóncavo del 23 de febrero de 1981, con todas las deformaciones esperpénticas cruzadas, para culminar con el detonante de un intento de golpe de Estado como pieza última de una operación política de gran alcance, que no consistió en una intervención militar en sentido estricto, autónomo y exógeno, sino en una cristalización de todas las condiciones históricas, intereses, poderes y conspiraciones que habían hecho que la democracia, tal y como había sido diseñada, estuviera permanentemente en cuestión, en la cuerda floja. El fracaso de la intentona, que abrió múltiples posibilidades de consecuencias imprevisibles, la hizo, paradójicamente, irreversible. Entonces, y solo entonces, ya no había marcha atrás.

			Este es un ensayo, con fundamentos historiográficos, que pretende reinterpretar el período, resituar el sentido de la Transición Democrática cambiando la perspectiva de análisis para situarla en su tiempo histórico y no en función de lo que ocurrió después, y estudiar un proceso más improvisado que planificado que culminó en una democracia permanentemente amenazada. Partiendo de estas condiciones históricas se integra y se redefine un multicausal golpe de Estado que verificó la fragilidad y el cuestionamiento muy extendido de una democracia apenas construida. Con ello, se trata de la desmitificación política y social de la Transición y la comprensión del período en su sentido historiográfico, es decir, en las condiciones históricas en las que se desenvolvió y no como proyección polisémica de discursos políticos y mediáticos construidos después. Su consideración como proceso idealizado por impecable es errática, pero también lo es la interpretación que, con una crítica retrospectiva amparada en la acepción peyorativa régimen del 78, señala qué es lo que hubiera tenido que hacer aquella Transición volcando sobre ella la responsabilidad de los asuntos irresueltos o silenciados desde entonces. Lejos de ser una cuestión de pasado, tiene evidentes implicaciones en la España actual y en la forma de entender el funcionamiento de un Estado democrático.

			Madrid y Alaejos (Valladolid),
septiembre de 2024 

		

	
		
			1975-1976

			
Y después de Franco, ¿qué?

			Palacio de El Pardo, 30 de diciembre de 1969

			Todo estaba dispuesto para que el Generalísimo se dirigiera a la nación ante las cámaras de TVE, como era habitual, con motivo del mensaje navideño y el año nuevo. Todos los preparativos se habían realizado con minuciosidad, como requería la ocasión, y el escenario se había poblado de los medios técnicos necesarios, con cámaras y cableados; la llegada de Franco y el protocolo de salutaciones se habían grabado antes del mensaje. Para entonces ya era posible la retransmisión en color, e incluso se había realizado para el extranjero con motivo del Festival de Eurovisión que ese año se había celebrado en España; pero el mensaje y todas las retransmisiones hasta varios años después, en que se modernizarían las infraestructuras de la comunicación televisiva, se siguieron realizando, como era el caso, en blanco y negro. No quedaba duda, al final de aquella década, del extraordinario poder de un medio de comunicación y propaganda monopolizado por el Régimen para entrar en los hogares del país e inmortalizar después una selección de las imágenes en el NO-DO. Los protagonistas que le recibieron, con aquella escenografía medida de blancos y negros y gestos de fidelidad genuflexa, eran jerárquicamente el nuevo ministro de Información y Turismo, Alfredo Sánchez Bella —﻿que había sustituido solo dos meses antes a Manuel Fraga Iribarne﻿—, y la cúpula de RTVE, Adolfo Suárez y Juan José Rosón, director y secretario general del ente respectivamente. El primero era uno de los delfines de la nueva generación de políticos curtidos en los entresijos y en el escalafón de poder del Movimiento Nacional, hasta el punto de que había alcanzado el Gobierno Civil de Segovia y la jefatura provincial del Movimiento de esa provincia en 1968. El segundo, en los mismos márgenes azules de la carrera política, había sido hasta 1964 secretario general del SEU y después relevaría a Suárez en la dirección de RTVE. Todo un guiño al destino para quienes iban a ocupar la presidencia del Gobierno y el Ministerio del Interior años después, en un Estado democrático, que más allá de una anécdota contribuye a explicar las aparentes paradojas de un proceso complejo de transformaciones políticas.

			Tantos cuidados técnicos y protocolarios no hacían pensar, sin embargo, en la envergadura política del mensaje que Franco iba a difundir más allá de la retórica habitual y que culminó con la frase metafórica y lapidaria: «Todo ha quedado atado y bien atado». Era un mensaje político muy pensado y de gran profundidad dirigido a todas las clientelas políticas y de poder y al conjunto social para expresar la firme creencia, pronunciada con la contundencia aflautada con la que leía sus discursos, de que la continuidad de su Régimen estaba asegurada. Entre todas las alocuciones que había realizado hasta entonces el Generalísimo, esta afirmación pública de que todo había quedado atado y bien atado fue muy significativa al hacer referencia a la designación como su sucesor, a título de rey, de Juan Carlos de Borbón, oficializada ante las Cortes en el mes de julio anterior. Con ello, consideraba zanjados todos los rumores y clausuraba cualquier quiniela sucesoria, dando continuidad a su Dictadura personal, a su Reino, mediante la Ley de Sucesión a la Jefatura del Estado de 1947. Franco y los círculos de poder del Régimen ya podían respirar tranquilos. Eso sí, había afirmado también que estaría al frente personalmente mientras Dios le diera fuerzas. Y esa fue la frase que, de forma más recurrente, se pronunció una vez fallecido Franco, a modo de guía imperecedera acerca del camino que debía seguir su Obra sin él. En 1975, la frase se recordaba con el convencimiento de que su joven sucesor mantendría el Reino y todos los principios en los que había descansado desde el lejano julio de 1936.

			Pero lo que mutilaba Franco también con ese lenguaje de autoridad eran todas las disputas políticas y de poder que se habían exhibido en aquel año, muy largo, entre todos sus fieles ministros, que se esforzaban por mantener una adhesión intachable y aportar todas las ideas para mantener la Dictadura, pero que diferían y rivalizaban en la fórmula para hacerlo. Fueron las circunstancias sociales las que aceleraron el debate sobre la sucesión y las pugnas por proponer una solución política perdurable para el mantenimiento de la Dictadura, o de manera inmutable o con algunas reformas en su superficie sin alterar los fundamentos esenciales. Por un lado, figuraban los tecnócratas que lideraban el Gobierno con la misión desde 1957 de modernizar el país a base de reformas técnicas, económicas y administrativas en sintonía con el inmovilismo político a ultranza. Los tecnócratas eran la primera clase política nacida al cobijo del propio Régimen, así apodados despectivamente por los hombres del Movimiento, y estaban instalados en la primera línea del poder, amparados en el inmovilismo político y el integrismo católico con la tutela de Carrero Blanco, todopoderoso vicepresidente del Gobierno desde 1967, coordinador de todos los hilos del poder y en quien Franco, como su mano derecha, delegaba cada vez más sus poderes para ejecutar la política diaria. Por otro lado, estaban los hombres del partido único, burocratizados y diluidos definitivamente desde la Ley de Principios del Movimiento Nacional de 1958, que, aunque mantenían su cuota de poder gubernamental y colaboraban con adhesión inquebrantable en la fortaleza del Régimen, estaban orillados por los éxitos tecnócratas de los años sesenta. No eran falangistas rebeldes, ni militantes del partido único de los primeros tiempos, sino que formaban parte también de una nueva generación de políticos en el organigrama de unas instituciones con poca vida y sin movilización que, con lenguaje de burocracia y de poder, ya no estaban al servicio de unos principios ideológicos arrinconados hacía mucho tiempo en una nostálgica y desvirtuada revolución pendiente de Falange. De todas formas no eran dos grupos cerrados, sino clientelas y personajes que transitaban por terrenos cambiantes cada uno con un trazado distinto en el origen de su carrera política —﻿profesionales, técnicos o burócratas﻿— y en la praxis para mantener la Dictadura. Los primeros eran adalides de los cambios económicos sin cambio político alguno. Los segundos entendían que los cambios económicos y sociales de la imparable modernización podían provocar alteraciones de mayor alcance y, por ello, proponían aumentar los márgenes representativos a partir de una ley de asociaciones con mayor participación siempre dentro de los cauces del Movimiento Nacional, es decir, reformas epidérmicas controladas por el poder para adaptarse a los nuevos tiempos.

			En apariencia, la Dictadura era muy sólida y no había síntomas de crisis o debilidad, ni pronóstico de caducidad. Precisamente aquel año seguía registrando indicadores económicos muy favorables en todos los terrenos y un respaldo social extendido al calor de la bonanza económica. Pero no todo era estabilidad. Los contrastes entre la modernización económica y las transformaciones sociales y la Dictadura habían empezado a hacerse visibles. La rebeldía universitaria, las movilizaciones obreras, las protestas vecinales y hasta los clérigos díscolos habían sido la expresión del inconformismo, la disidencia o la militancia, escondidas por la Dictadura pero preocupantes para sus autoridades en la medida en que salían de la clandestinidad para ocupar los espacios públicos y eran capaces de alterar el valor más querido por la dictadura: el orden público, como símbolo de su poder y, sobre todo, emblema de tranquilidad y estabilidad sociales. La agitación universitaria había llegado a unos límites que retaban su capacidad de control y represión. El asalto al Rectorado de la Universidad de Barcelona y la permanente actividad disidente en todos los recintos universitarios en enero de 1969 culminaron con la defenestración de un estudiante de Derecho de la Universidad Complutense, Enrique Ruano, después de haber sido detenido tirando octavillas. Las respuestas de muchos colectivos denunciando la versión oficial fueron el argumento último para que la Dictadura exhibiera toda su fuerza y el 4 de febrero el almirante Carrero Blanco firmara el estado de excepción para todo el territorio nacional que permitió miles de registros, detenciones y encarcelamientos de estudiantes y obreros, mientras se achacaban las alteraciones del orden a una conspiración internacional. Después se completaría con la creación de la Organización Contrasubversiva Nacional para controlar una situación que se les estaba yendo de las manos y que suponía una reordenación de los servicios secretos, hasta entonces dependientes exclusivamente, y desde la guerra, de la Sección Tercera del Alto Estado Mayor, para infiltrarse y controlar la movilización universitaria y extenderse a las movilizaciones obreras (Martínez Martín, 2023: 17-28).

			También influyeron en la reapertura del debate de la sucesión —﻿lo que significaba convencer a Franco acerca del momento y el candidato﻿— los síntomas de deterioro de su salud y de su declive físico, además del accidente de caza que desató todas las alarmas ante la hipótesis de su muerte sin haber designado sucesor y presentó el momento como propicio. En este contexto de variables políticas, sociales y personales del Generalísimo, Carrero Blanco y los tecnócratas —﻿entre ellos significados monárquicos﻿—, que estaban mejor colocados en la órbita de Franco, dibujaron la Operación Príncipe. En 1969 había llegado el momento. El dictador fue sensible a esa situación y, aconsejado por sus próximos, tomó una decisión largamente esperada. 

			El elegido fue Juan Carlos de Borbón y Borbón, hijo de Juan de Borbón, pretendiente a la Corona de España según la legitimidad dinástica. La continuidad estaba asegurada, no de la dinastía y su legitimidad histórica, sino de la Dictadura. Su elección no fue improvisada, sino fruto de una larga maduración que, como siempre, el dictador acopló a la medida de los tiempos y las circunstancias, sin precipitaciones, esperando. El nombramiento se acogía escrupulosamente a la Ley de Sucesión de 1947, esto es, dependía de la única voluntad de Franco, legitimado en los Principios del Movimiento Nacional y con el título de príncipe de España —﻿no de Asturias﻿— porque no se trataba de ninguna restauración dinástica, sino de la titularidad del Reino que había instaurado Franco. Había definido un Reino como forma de Estado, pero no una monarquía como forma de Gobierno. El candidato aceptó la sucesión propuesta personalmente por el dictador, sin consideraciones sobre una legitimidad histórica alguna, y aquella fue validada formalmente por las Cortes el 22 de julio de 1969. El nombramiento se produjo veintidós años después de la Ley de Sucesión, echando mano de una opción que siempre tuvo presente, pero no fue necesariamente la única alternativa, ni mucho menos lineal. Franco siempre atendió y escuchó otras posibilidades de sucesión, sin decidirse, sin premuras, abriéndose así una rueda de pronósticos sucesorios en los que nadie se atrevía a apostar del todo conociendo la ambigüedad y el carácter imprevisible del Generalísimo. Pero la ruta educativa en España desde el bachillerato hasta la universidad y su periplo de aprendizaje por las tres academias militares —﻿algo bien visto por el Ejército﻿— avalaron las condiciones necesarias y óptimas de un candidato preparado para dictador. Dejaba de ser un alumno aventajado entre cuantos fueron postulados para convertirse en el aprendiz oficial designado para perpetuar el Régimen. Juró solemnemente lealtad a Franco y fidelidad a los Principios del Movimiento Nacional y demás Leyes Fundamentales del Reino. Formalmente supuso un alivio en los círculos del poder contar ya con un sucesor, que, como tal, fue aceptado apelando a la lealtad, aunque la opinión distó de ser unánime. Suscitó muchos recelos, sobre todo por parte de los ministros más vinculados al Movimiento, que filtraron dudas sobre las capacidades personales del advenedizo.

			La forma en la que se resolvió la sucesión fue al mismo tiempo expresión de las pugnas en el poder, derivadas de sus discrepancias en la forma de perpetuar el Régimen y que acabaron desembocando en la indisimulada crisis de Gobierno de octubre de 1969, solo tres meses después de la jura del sucesor. La cuestión era de fondo. Estaba relacionada precisamente con los caminos por los que debería discurrir la Dictadura siempre pensando en su reforzamiento para el futuro. En esto todos los franquistas estaban de acuerdo. Para los ministros procedentes del Movimiento, el Régimen debería ampliar, para mantenerse intacto y acoplado a la exitosa modernización económica, los cauces de participación sin alterar sus principios esenciales. Es decir, legalizando asociaciones dentro del Movimiento, con un alcance limitado y con las atribuciones controladas. No contemplaron que la sucesión la ocupara el miembro de una dinastía. Pero para otro sector, los tecnócratas católicos y Carrero Blanco, debería mantenerse el Régimen a ultranza, sin aventuras incontrolables, y ellos habían ganado el pulso. 

			Se acentuaron desde entonces las tensiones sobre cómo mantener la Dictadura a salvo de contingencias futuras, si con apertura controlada o sin reforma alguna. En realidad, no eran grupos definidos, sino posiciones personales o clientelares, ya que algunos tecnócratas compartían un margen de reforma y algunos hombres del Movimiento postulaban el inmovilismo. Las rivalidades entre los miembros del Gobierno estallaron con el caso Matesa. Los hombres del Movimiento pasaron factura a los tecnócratas. Era solo la superficie del conflicto de poder, consistente en la filtración a la prensa y a la opinión pública, por parte de los aperturistas liderados por los ministros Fraga Iribarne y Solís Ruiz, del escándalo de corrupción en el que estaban implicados miembros del Gobierno —﻿tecnócratas del Opus Dei﻿— que habían desviado los fondos de las subvenciones a la empresa Maquinaria Textil del Norte de España, S. A., para exportar máquinas de hilar que nunca se vendieron. 

			La crisis se saldó con un carpetazo inmovilista frente a cualquier pretensión de apertura con la contundencia habitual de Franco, aconsejado por su hombre fuerte Carrero Blanco. La nueva composición del Gobierno recibió la equívoca etiqueta de gobierno monocolor. El Gobierno formado como resultado de la crisis contaba con diversas filiaciones, pero basculó hacia el soporte tecnocrático en detrimento de la generación de hombres del Movimiento, como Fraga Iribarne o Solís Ruiz, que fueron apeados del poder por sus discrepancias con los católicos tecnócratas, que resultaron favorecidos, lo que equivalía a decir que triunfó la estrategia del inmovilismo. Con ello se clausuraba de momento la pugna entre grupos y personas y se iniciaba la década de los años setenta con todos los imperativos para mantenerse a ultranza sin consentir desavenencias ni rivalidades y mucho menos el cuestionamiento de la imagen de seguridad de la Dictadura. Ya había sucesor. Todo estaba atado y bien atado.

			La década de los años sesenta se abrió con vientos favorables, con las cifras económicas sin dejar de mejorar y con el grado de apertura al exterior consolidado después del Acuerdo Económico Preferencial con la CEE en 1970. Pero en 1973 aparecieron los primeros nubarrones de una tormenta en forma de crisis económica internacional que golpeaba y acabaría por romper el modelo de crecimiento del mundo occidental y en particular de la economía española, dependiente financiera, tecnológica y energéticamente del exterior y tejida por un capitalismo corporativo de Estado y un aparato productivo que demostraba sus insuficiencias ante una crisis intensa y prolongada. La bonanza económica tocaba a su fin. La inflación devastadora y las colas del paro eran los signos más visibles del deterioro de las condiciones de vida cotidiana de la población. La protesta social fue en aumento en 1974 y 1975. El movimiento obrero, universitario y vecinal se extendió canalizando la protesta cada vez más en un sentido político de lucha contra la Dictadura. Y la oposición se organizaba en organismos unitarios: la Junta Democrática de España en 1974 y la Plataforma de Convergencia Democrática en 1975. El 20 de diciembre de 1973, el magnicidio de Carrero Blanco, que ocupaba desde el mes de enero la presidencia del Gobierno, la primera vez que no la ostentaba Franco desde 1936, conmocionó a la población y a los círculos de poder de la Dictadura. Su asesinato, lejos de romper la vía más inmovilista del Gobierno, supuso una reacción de enrocamiento aún mayor y de clausura de cualquier atisbo aperturista. Su sucesor, Carlos Arias Navarro, y el propio Franco, ya con signos visibles del deterioro de su salud, no estaban dispuestos a mostrar debilidad alguna y el control y la represión se acentuaron para culminar con los Consejos de Guerra y cinco ejecuciones el 27 de septiembre de 1975. En el ámbito europeo occidental, la soledad de la Dictadura, como forma de poder anacrónica, era completa. La revolución democrática portuguesa de los claveles del 25 de abril de 1974 así lo verificaba y la marcha verde marroquí en el Sahara en octubre de 1975 la ponía en aprietos. En esta situación, el 20 de noviembre de 1975 murió el general Franco después de una larga agonía mientras se removían todas las entrañas del Régimen y los círculos de poder tomaban posiciones. Todo estaba atado y bien atado, sí, pero ¿ahora qué? Una cosa era formular la pregunta en vida del dictador y otra muy distinta hacerlo sin él.

			Presidencia del Gobierno, Paseo de la Castellana, núm. 3, de Madrid, 20 de noviembre de 1975

			Otra vez un mensaje en TVE. Otra vez a la nación. Pero esta vez del presidente del Gobierno, Carlos Arias Navarro. También en blanco y negro, acentuado por los signos visibles de luto del personaje. Con gesto compungido, tono apesadumbrado e imagen lacrimógena, comunicó la noticia: «Españoles, Franco ha muerto». Por encima de una solemne declaración institucional, era una representación emotiva para dejar bien impresa en los españoles una situación de orfandad ante tan lamentable pérdida de quien había cuidado paternalmente durante cuatro décadas de la nación. Se iba el protector providencial del honrado pueblo español, por utilizar los términos tan recurrentes en los discursos públicos. Los españoles se habían quedado huérfanos y era una llamada al duelo multitudinario para despedir al hombre que había velado tanto tiempo por los destinos de España. El mensaje había penetrado en la opinión pública favorecido por la cultura paternalista desplegada durante mucho tiempo y fue entendido y compartido por unas bases sociales huérfanas de cultura política configuradas a partir del mito del buen dictador. Una mayoría social compartió esa versión de la pérdida de un benefactor y de su papel de hombre de Estado que toda la prensa se apresuró a difundir, lo que equivalía a interpretarlo como un personaje histórico necesario.

			La escenografía que rodeó las exequias fúnebres y su entierro se revistió con todos los símbolos de gala y los resortes del mito paternal se activaron como nunca. Tres jornadas de luto oficial y la exhibición del cadáver en el Palacio Real, con largas colas de espera, reflejaron todo el aparato simbólico de la Dictadura, para culminar con su entierro en el gran mausoleo del Valle de los Caídos, emblema de la Victoria y lugar de castigo para los presos republicanos que lo construyeron. A su lado, la tumba del fundador de Falange Española, José Antonio Primo de Rivera. Un lugar de peregrinación y de culto al dictador, coronado con una gran cruz. Para los firmes partidarios de la Dictadura las muestras de adhesión se hicieron visibles con la exteriorización de la idea de pérdida irreparable, tal y como había transmitido con aquel lamento gesticulado el presidente del Gobierno en su intervención televisiva. Una sensación de orfandad colectiva se proyectó sobre sus bases sociales de apoyo, curtidas durante mucho tiempo por la dimensión patriarcal y paternalista ejercida por el dictador y sobre una nación clientelar de lealtades y dependencias. Para la oposición política, para las gentes castigadas y silenciadas, para los sectores críticos y disidentes y toda la amplia gama de inconformismos y rebeldías, la muerte de Franco era un alivio y una esperanza de futuro que abriría por fin todas las posibilidades de cambio. Pero para la mayor parte de la población se iniciaba un tiempo de incertidumbres y temores. 

			Aquel día un interrogante había planeado en la sociedad española: «Y después de Franco, ¿qué?», como si se hubiera producido un vacío incapaz de rellenarse y una sensación alimentada por las incertidumbres de una población curtida en la creencia de su incapacidad para gobernarse a sí misma. Aquella pregunta no tenía sentido para la oposición militante a la Dictadura, porque después de Franco vendrían la libertad y la democracia y, para algunas de las organizaciones de la izquierda, la revolución. En todo caso, se produciría la ruptura democrática de manera insoslayable para sustituir el Régimen. Tampoco lo tenía para los firmes defensores de la adhesión inquebrantable al dictador, con sus fieles redes clientelares, quienes pensaban que la continuidad estaba asegurada y personificada en la Dictadura de su sucesor Juan Carlos I. Pero, para la mayor parte de la población, huérfana de cultura política durante cuatro décadas, se planteaba un horizonte de inseguridades y abierto a múltiples posibilidades. La realidad social de la mayor parte del país, más allá de cualquier elaboración ideológica o política, manifestaba esas incertidumbres y temores. Era una población que no sabía lo que quería pero sí lo que no quería: la radicalización, el enfrentamiento, el conflicto, la violencia, activándose la memoria histórica de la guerra civil y sus consecuencias traumáticas.

			La continuidad estaba asegurada desde 1969. Era el momento de poner en práctica todos los mecanismos previstos de la sucesión. El momento de hacer efectiva la frase de «Todo está atado y bien atado», sin que ninguno de los nudos pudiera desatarse. Se habían puesto en marcha los mecanismos de la sucesión con un Consejo de Regencia formado por el presidente de las Cortes y del Consejo del Reino, Rodríguez de Valcárcel, el militar en activo de más alta graduación y antigüedad de los tres Ejércitos, Jesús Salas Larrazábal, y el prelado, consejero del Reino, de mayor antigüedad también, monseñor Cantero Cuadrado, arzobispo de Zaragoza, que, tal y como estaba previsto, actuó durante dos días. El sucesor juró el 22 de noviembre ante las Cortes los Principios del Movimiento Nacional y las Leyes Fundamentales con el título de Juan Carlos I de Borbón y Borbón. Heredaba un inmenso e ilimitado poder, tanto como el que había tenido Franco. Era una concentración personalizada de todos los poderes, la Dictadura de Juan Carlos I, es decir, la Dictadura de Franco sin Franco. 

			La continuidad quedaba asegurada además por la confirmación de Carlos Arias Navarro el 3 de diciembre como presidente del Gobierno. Los ministros que le acompañaban tenían una trayectoria diversa, pero el denominador común de su inequívoca defensa de la Dictadura. No era tanto el resultado de grupos cerrados o de familias políticas dispares como de personas concretas, teniendo en cuenta la red de relaciones personales y de fidelidades en las que descansaba piramidalmente el Régimen y en cuya cúspide se situaba ahora Juan Carlos I. A estas alturas, nadie cuestionaba la Dictadura, pero existía la opinión muy extendida de que, tal y como estaba formulada, no era sostenible en el tiempo, tanto por las circunstancias internas como por las internacionales. La cuestión estaba en cómo mantenerla, con reformas o aperturas, terminología polisémica que empezó a escucharse cada vez más en los circuitos del poder, pero discrepando sobre la naturaleza, alcance o limitaciones de las reformas políticas y económicas, con todos sus matices y posiciones personales y clientelares. Por eso el Gobierno era muy heterogéneo, todos arropados por la continuidad de Arias Navarro, pero sin programa definido, lo que equivalía a frecuentes discrepancias y tensiones con una pugna por el poder buscando posicionarse de forma aventajada.

			En el nuevo Gobierno había aperturistas, cuya vocación era la de ampliar, con alguna fórmula de asociaciones, la dimensión participativa adaptándose a los nuevos tiempos, como Manuel Fraga, José María de Areilza, Antonio Garrigues o Alfonso Ossorio, de muy distinta procedencia. Estaban presentes también hombres azules del partido, Solís Ruiz, Martín Villa o Adolfo Suárez, en la Secretaría General del Movimiento, y técnicos católicos, varios de ellos ingenieros, en los ministerios económicos, como Calvo Sotelo, Pérez de Bricio o Villar Mir. Mientras, la presencia vigilante de los tres ministros militares se completó con una vicepresidencia primera ocupada por el teniente general De Santiago para ejercer la tutela que el Ejército se había atribuido ante cualquier tipo de cambio por mínimo que fuera. Una cuestión era el discurso reformista, intentando recuperar formas controladas de participación, y otra su realidad, anclada en un inmovilismo incapaz de alterar, aunque fuera levemente, los fundamentos en los que se sustentaba la Dictadura. 

			En el nuevo Gobierno, sin objetivos ni contenidos precisos, sin unanimidad de planteamientos —﻿varios ministros tenían sus propias opiniones﻿—, cualquier invocación de reforma o de apertura quedaba atascada por intentar tocar lo intocable; y en medio, un presidente de Gobierno sin iniciativa para llevar adelante un proyecto de reforma, aunque fuera tímidamente. El 28 de enero de 1976 anunciaba ante las Cortes una reforma en el más breve plazo, pero en realidad su discurso reproducía el mismo que había pronunciado el 12 de febrero de 1974, con la promesa de una democracia a la española a través de una reforma del derecho de asociación política, excluyendo los partidos. Ese era el dique. No iba a ir más allá. Los círculos gubernamentales y de poder ganaban tiempo para reacomodarse y tomar posiciones, casi empujándose, todos contra todos. Mientras, el monarca esperaba aquella fórmula que le brindara el rumbo para consolidar la Monarquía, sin rupturas, independientemente de los fundamentos del poder en los que descansara o de las reformas que fueran necesarias. Tenía que escuchar y valorar, pero no iba a tomar ninguna iniciativa, aunque pudiera tomarlas todas como resultado de su infinito poder heredado. Su objetivo era mantener la Corona y a él supeditó todas las decisiones.

			Cualquier proyecto de reforma trataba de buscar una fórmula para adaptar la Dictadura a las nuevas circunstancias sociales, económicas e internacionales y al mismo tiempo mantener sus principios. Por otro lado, la movilización social, con todos sus arietes en el ámbito sindical, universitario o vecinal, y empujada por las consecuencias económicas y sociales de una crisis de envergadura, se multiplicaba. La oposición democrática presionaba a un Gobierno que se empeñaba en mantener intactos y con contundencia los procedimientos coercitivos y dispuesto a que no se le escapara de las manos el orden público, mientras aumentaban los conflictos sociales. Arias Navarro estaba políticamente amortizado y el 1 de julio, condicionado, dimitió. El rey, en un ejercicio de posibilismo, optó por el proyecto de reforma controlada que consideró más apropiado entre cuantos le brindaron y por el personaje que lo iba a poner en marcha.

			Palacio de la Zarzuela, 3 de julio de 1976

			Ese día apareció estampada la firma de Juan Carlos I en el BOE con el nombramiento de Adolfo Suárez González, previa propuesta por el Consejo del Reino de una terna de candidatos. No había declaraciones, ni anuncios, ni mensajes verbales. Era un texto oficial que legitimaba el nombramiento. Aparentemente, la sorpresa fue mayúscula para quienes solo se habían detenido en la superficie, en el sentido de que su designación no estaba contemplada por la prensa, por buena parte de la clase política y por la opinión pública. 

			La terna propuesta —﻿después de largas y profundas controversias y presiones a varias bandas﻿— había estado formada por el candidato elegido y por Federico Silva Muñoz, exministro vinculado a la Asociación Católica Nacional de Propagandistas, y Gregorio López Bravo, también exministro, tecnócrata del Opus Dei. La prensa de la época hizo gala de desconcierto y sorpresa por el nombramiento de un personaje poco conocido. Sin embargo, fue el resultado de una operación política de gran alcance. El designado se había curtido en el partido único, como discípulo del falangista Herrero Tejedor, conocía los entresijos del Movimiento, como ministro secretario general, entendía los resortes del funcionamiento del poder y dominaba el escenario de la comunicación desde su antiguo puesto de director general de RTVE. Era el hombre del partido, formaba parte de una nueva generación franquista y no tenía planes propios. No era el relleno, en la expresión coloquial periodística, sino que era el tapado, precisamente el personaje seleccionado previamente para llevar adelante reformas desde dentro, con el método de «la ley desde la ley». 

			Detrás estaban los hombres del Movimiento, los azules, con un plan calculado: mantener la Dictadura con una reforma controlada utilizando los mecanismos institucionales del propio Movimiento. No era nada nuevo. Era su alternativa segada en la crisis de 1969 en otras condiciones históricas. Ahora, ellos eran los ganadores del pulso. El estratega principal, aunque no único, fue Torcuato Fernández Miranda, presidente de las Cortes y del Consejo del Reino, vicepresidente del Gobierno con Carrero Blanco y eminente catedrático de Derecho Político, que conocía y controlaba los resortes del partido y tenía, como consejero y profesor del monarca, capacidad de influencia en la posición de Juan Carlos I. La fórmula no había que inventarla. Estaba allí. Una nueva Ley Fundamental, la Ley de Reforma Política, que adaptaría la esencia del Régimen, como las otras siete. No era inicialmente un proyecto para alcanzar el sistema democrático. El posibilismo del rey abrazó el proyecto. Las tensiones entre una reforma con una ley de asociaciones o el mantenimiento a ultranza de la Dictadura habían quedado superadas. Este proyecto establecería los cauces participativos con una Ley elevada al rango de Fundamental a través de una reforma controlada desde el poder. Para la oposición democrática la reforma no tenía credibilidad alguna. Pero también puso en guardia al búnker y a todos los inmovilistas o pretendientes diversos a realizar reformas técnicas o económicas, muy recelosos con cualquier reforma que, aunque fuera controlada, pudiera abrir las espitas de cambios de mayor alcance.

			La batalla política la habían ganado los perdedores de 1969, los hombres del Movimiento, y la habían perdido los ganadores de 1969, los tecnócratas inmovilistas, algunos vinculados al Opus Dei. No habían logrado que su oferta fuera atendida por el rey, a pesar de que el objetivo prioritario era mantener la Corona. Entre ellos estaban personajes de peso en los círculos del poder, como López Rodó y López Bravo, y personajes muy próximos al monarca, como el general Armada, que había sido jefe de la Secretaría del príncipe y su ayudante personal. El monarca escuchó a los hombres del Movimiento, liderados por Torcuato Fernández Miranda, su tutor y un profundo conocedor del derecho político. Consideró que era la fórmula más apropiada para mantener la Corona.

			El nuevo Gobierno se formó más de un mes después del nombramiento de su presidente, con diez ministros bisoños de un total de veinte. Tanta dilación demostraba la complejidad de los pactos entre las élites del Régimen. La mayor parte de ellos, muy jóvenes, tenían una vocación reformista, en el sentido en que se entendía ese término, y su procedencia abarcaba desde los azules u hombres del partido hasta diversos grupos de católicos, pasando por algunos personajes de la oposición moderada. El campo político se había diversificado tratando de integrar perfiles moderados, liberales o democratacristianos con miembros del grupo Tácito, para dar credibilidad al proceso de reforma, al mismo tiempo que figuraban técnicos e ingenieros curtidos en la Administración del Estado.

			Mientras tanto, la oposición redoblaba las movilizaciones sociales e impulsaba durante el primer semestre de 1976 una campaña por la amnistía general como demanda irrenunciable para avanzar hacia la democracia, como era su objetivo. Una primera amnistía decretada el 20 de julio de 1976, que permitió la salida de presos políticos, resultó insuficiente para la oposición por cuanto tenía una aplicación restrictiva y dejaba fuera, entre presos considerados políticos, a los condenados por delitos de sangre. El decreto no colmaba sus expectativas de una amnistía general.

			El proyecto de Ley de Reforma Política fue aprobado por el Consejo de Ministros el 10 de septiembre. Tal y como había sido diseñado, debía pasar por las Cortes Orgánicas, que ya habían aprobado en el mes de mayo una Ley reguladora del derecho de reunión y otra del derecho de asociación, ambas defendidas por el propio Adolfo Suárez. Ahora se trataba de una reforma más en profundidad, siempre dentro de los márgenes de la ley, cuyo contenido principal era la convocatoria de unas elecciones a Cortes por sufragio universal, compuestas por dos Cámaras, Congreso de los Diputados y Senado. Se hablaba de supremacía de la ley, de democracia sin contenidos precisos y de pluralismo político, pero no de partidos, una palabra maldita en el lenguaje del Régimen. El Gobierno quedaba facultado para organizar por decreto-ley las elecciones. Los sectores más resistentes, el Ejército y el búnker, querían garantías. El proyecto tenía que pasar previamente por un escollo principal, el visto bueno del Ejército, muy vigilante y afincado en su misión esencial de mantener intactos los Principios del 18 de julio. Esta era la terminología de los militares, no la de los Principios del Movimiento. El presidente del Gobierno transmitió a la jerarquía militar en ese mismo mes que la reforma no supondría el cambio de aquellos principios, que el poder seguiría en las mismas manos y que nunca se legalizarían partidos, en concreto el PCE. Después pasó el trámite del Consejo Nacional del Movimiento, que emitió un dictamen favorable con 80 votos a favor, 13 en contra y 6 abstenciones. 

			El siguiente paso previsto era su presentación a las Cortes, un foro muy vinculado a las resistencias a cualquier tipo de cambio, el escenario corporativo del Régimen, no solo porque mantendrían su lealtad a los principios de la Dictadura, sino porque cualquier cambio podía alterar su estatus de procuradores y de poder profesionalizado. Su pleno debatió la Ley el 17 y el 18 de noviembre. Y la reforma salió adelante con 425 votos afirmativos, 59 negativos y 13 abstenciones. El resultado fue, como una aparente paradoja, que unas Cortes fuertemente ancladas en los principios del Régimen aprobaban una reforma que consistía en la convocatoria de unas elecciones por sufragio universal como expresión soberana del pueblo. Significaba, según la expresión coloquial de la prensa, el suicidio de aquellas Cortes, su harakiri. Pero esa no era la visión de sus protagonistas. No fue el resultado de la ingenuidad o de la ignorancia de gentes crecidas en los entresijos del poder. Votaron así porque entendieron que les favorecía. Estaban persuadidos de que conservarían el poder y los fundamentos del Régimen y, sobre todo, sus puestos y sus privilegios. Ganarían las elecciones a través de las asociaciones que podrían formar y, en todo caso, tendrían asegurado un escaño en el Senado, puesto que serían designados por el rey en el cupo que le correspondía. Además, no se legalizarían partidos de izquierda. Era la pasarela para continuar en el poder y seguir sentados en las instituciones. Estos fueron los argumentos que el Gobierno y los impulsores de la Ley utilizaron para convencer, uno a uno, a los procuradores. Además, apelaron a la conveniencia de su aprobación en los tiempos internacionales que corrían y al beneplácito del rey —﻿y detrás tácitamente del Ejército. Aun así, los 59 votos negativos demostraban la oposición a cualquier tipo de cambio. Para el Gobierno y los reformistas, fue todo un éxito. Quedaba un paso: la aprobación en referéndum por el pueblo español.

			La campaña de propaganda en los medios fue intensa, apelando al concurso de todos los españoles. Se difundió la idea de una reforma en claves de futuro, propuesta por un Gobierno que se presentó como garante de continuidad y moderación. La televisión se desveló como un eficaz instrumento de opinión, con mensajes que invitaban a una participación en la que descansaría el futuro de la nación: «Habla, pueblo, habla» y «Si votas hoy podrás decidir mañana».

			Los círculos de poder inmovilistas la rechazaron, y también la oposición democrática. Esta, organizada de manera unitaria en el organismo Coordinación Democrática, fruto de la confluencia entre la Junta Democrática y la Plataforma de Convergencia —﻿Platajunta﻿—, la consideraba una continuación del Régimen solo matizada por un cambio en el sistema de representación y sin propósitos reales de un sistema democrático. Su alternativa era la ruptura democrática, esto es, la formación de un Gobierno provisional y la convocatoria de unas elecciones democráticas a Cortes Constituyentes, con las libertades garantizadas. Exigía medidas políticas inmediatas y concretas, dando prioridad a una amnistía general. Su posición respecto al referéndum fue de abstención. El referéndum se celebró el 15 de diciembre. Las urnas ya se habían abierto en dos referéndums anteriores, 1947 y 1967, con todos los dispositivos para aclamar en forma de papeletas al general Franco en dos de sus Leyes Fundamentales. Era la tercera vez para una población que entendía bien esos mensajes proyectados desde el poder, no desde la pluralidad de unas elecciones libres. No estaba Franco. Era la diferencia. Pero sí sus sucesores, que se identificaban con la garantía de la continuidad y de la seguridad. Y, por eso, la mayoría social tenía que acudir a la llamada con todo el repertorio de resortes basados en la fidelidad. Votó un 77,8 por 100 del censo, con un 94,1 por 100 de votos afirmativos. Había sido aprobada la octava Ley Fundamental y la reforma desde el poder de manera controlada estaba asegurada. Quedaban muchas cuestiones pendientes, como la naturaleza, alcance y funciones de las Cortes que resultaran elegidas porque, al fin y al cabo, la Ley era una convocatoria a Cortes sin mayores contenidos previstos, más allá de una posible iniciativa de reforma constitucional, pero referida a las Leyes Fundamentales entendidas como una especie de constitución histórica de la Dictadura. Y, de manera más inmediata, quedaba por decidir las candidaturas que se podían presentar y las condiciones en las que podrían hacerlo.

			La Ley aprobada necesitaba la credibilidad interna e internacional y el Gobierno buscó inicialmente el apoyo entre sectores de la oposición moderada, como liberales, democratacristianos, socialdemócratas o nacionalistas conservadores, con los que ya había contactado y multiplicó encuentros y negociaciones. Por su parte, toda la oposición democrática exigió condiciones de igualdad para la celebración de las elecciones, lo que equivalía a desmontar los obstáculos que impedían unos comicios libres. Y se fueron aproximando las posturas y los contactos, cediendo posiciones, sabiendo que ninguno tenía capacidad para imponerse y que todos estaban interesados en el acuerdo. Eran los prolegómenos de un pacto mutado por las condiciones históricas en una Transición todavía sin contenidos precisos. El proceso de definición y construcción de un Estado democrático no fue lineal, ni previsto, ni un trazado de conversión ideológica del rey y de Adolfo Suárez. Fue el resultado de muchas improvisaciones. Fueron las condiciones históricas, y en particular el comportamiento del pueblo español, que, lejos de ser un sujeto pasivo esperando las bondades proyectadas desde las élites del poder, presentó su programa colectivo con una columna vertebral, el rechazo de la violencia y de los extremos, abrazando poco a poco la compatibilidad de sus principios con el sistema político que mejor podía acoplar las perspectivas de todos los españoles. Fue un diálogo de ida y vuelta. Y la suerte se fue echando durante los primeros seis meses de 1977.

		

	
		
			1977

			
Habla, pueblo, habla

			
Los círculos de poder del Régimen y la oposición democrática: condenados a entenderse


			Las elecciones contempladas en la Ley de Reforma Política, aprobada en referéndum el 15 de diciembre de 1976, ya tenían fecha. Habían sido finalmente convocadas para el 15 de junio de 1977. Eran la primera llamada a las urnas por sufragio universal desde la ya lejana fecha de 16 de febrero de 1936. Les faltaba, por el momento, el rango de democráticas. Necesitaban credibilidad, y así lo entendieron el Gobierno de Adolfo Suárez, los reformistas y toda la cohorte de posibilistas que procedían de la Dictadura. De nada habría valido el éxito conseguido ante las Cortes Orgánicas, que habían dado el visto bueno a aquella Ley, si ahora todo quedaba limitado a un repertorio de nuevas asociaciones dentro del Movimiento Nacional y con una legislación que no suponía más allá de una consulta según el voto individual y no corporativo del pueblo español. El sufragio universal era una condición necesaria pero no suficiente para definir un sistema de representación política pluralista, según el lenguaje de la propia Ley de Reforma Política que lo convocaba. Necesitaban del concurso de la oposición democrática, al menos de la moderada, y con ello una legislación que contemplara condiciones libres para su celebración. Los mecanismos para llevarla a cabo siguieron un complicado y largo recorrido durante los seis primeros meses del año 1977 que exigieron el desmantelamiento de los obstáculos de la legislación de la Dictadura que impedían la celebración de unas elecciones libres. Por el momento, en eso había consistido la Transición, en cuanto diálogo y proceso negociador que conduciría a unas elecciones libres, casi universalmente aceptadas por todo el escenario político y social y por la opinión y las instituciones internacionales.



OEBPS/image/9788437648552_CUBIERTA.jpg
Siete afios

que cambiaron
la historia
de Espaiia






